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DECISION DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.747

COLOMBIA
19 de octubre de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS:
Jairo Colmenares Araque y Fernando Ávila Barreto
PETICIONARIOS:
Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo
VIOLACIONES ALEGADAS;
Artículos 4, 8, 24 y 25 en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
6 de mayo de 1997
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El 5 de mayo de 1997 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de agentes de la República de Colombia (en adelante “el Estado colombiano” o “Colombia”) por la muerte de Jairo Colmenares Araque y Fernando Ávila Barreto.
2. Los peticionarios alegaron que el 31 de enero del 1996 los estudiantes Jairo Colmenares Araque y Fernando Ávila Barreto, se dirigieron a la Ladrillera Zigurat al sur de la ciudad de Bogotá, cuyo propietario habría informado a la policía de la presencia de los jóvenes, quienes según su versión pretendían extorsionarlo.  Alegaron que ante dicha denuncia se inició un operativo en el que participaron agentes de la Policía y un agente del Departamento Administrativo de Seguridad (en adelante “DAS”) quienes habrían procedido a dar muerte a los dos jóvenes, en lugar de capturarlos y ponerlos a disposición de la autoridad competente.
3. Alegaron que por los hechos se inició una investigación en la Fiscalía 312 de la Unidad de Reacción Inmediata y posteriormente habría sido remitida a la Fiscalía Regional de Bogotá, la cual se declaró incompetente al determinar que los actos habrían sido cometidos por miembros de las Fuerzas Armadas de Colombia como presuntos actos del servicio.  En vista de lo anterior, indican que el expediente fue remitido al Juzgado 90 de Instrucción Penal Militar, el cual emitió un auto de cesación de procedimiento a favor de los investigados.  El 7 de julio de 1997 el Tribunal Superior Militar ratificó la decisión del Juzgado 90.  Asimismo, los peticionarios alegaron que el 28 de noviembre de 1996 la Procuraduría Segunda Distrital decretó apertura de investigación disciplinaria contra los agentes de la Policía y del DAS que participaron en el operativo.
4. Finalmente, solicitaron a la Comisión que declare que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, garantías judiciales, igualdad ante la ley y la protección judicial protegidos en los artículos 4, 8, 24 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

5. El Estado alegó que los peticionarios pretenden que la Comisión actúe como un tribunal de alzada.  El Estado alega que las diligencias previas de investigación se adelantaron en la Fiscalía 312 de la Unidad de Reacción Inmediata de la Fiscalía General de la Nación, con base en las cuales el 20 de junio de 1996 la Fiscalía Regional de la Unidad de Previas de Bogotá dispuso la remisión de la investigación a la justicia penal militar.  El 25 de abril de 1997 la Fiscalía 23 Delegada ante los Jueces Penales del Circuito, adscrita a la Unidad Segunda de Vida de la Fiscalía General de la Nación, asumió conocimiento de la investigación contra de un detective del DAS que habría participado del operativo.  Dicha investigación culminó el 23 de diciembre de 1998 con resolución de preclusión fundamentada en que el sindicado habría actuado en estricto ejercicio del un deber legal y derecho de defensa.
6. En cuanto a la investigación en la justicia penal militar, el Estado señala que aquella culminó el 18 de junio de 1997 con la decisión de segunda instancia del Tribunal Superior Militar que confirmó la cesación de procedimiento a favor de los investigados.  En cuanto a los procesos disciplinarios el Estado indica que se adelantaron tres procesos contra los agentes que participaron en el operativo, una culminó con cesación de procedimiento, otra con absolución y la tercera con el archivo definitivo de la actuación.  Asimismo, el Estado indicó que el 19 de enero de 1998 los familiares de las presuntas víctimas interpusieron una demanda de reparación directa, la cual fue denegada el 23 de noviembre de 2000 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca.  Indica que el fallo fue apelado por los demandantes, sin embargo el recurso no fue admitido al ser un proceso de única instancia en razón de la cuantía.  Indica que el 18 de abril de 2005 quedó en firme el auto que ordenó el archivo del proceso.  Finalmente, el Estado solicitó a la Comisión que declare inadmisible la petición.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

7. El 5 de mayo de 1997 la Comisión recibió la petición inicial, la registró bajo el número 11.747 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 6 de mayo 1997 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado para sus observaciones.  El 28 de agosto de 1997 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión.  El 17 de septiembre de 1997 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  El 6 de enero 1998 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.  El 30 de marzo de 1998 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas a los peticionarios para sus observaciones.  
8. El 3 de abril del 2009 la CIDH solicitó al Estado y a los peticionarios información actualizada sobre el asunto de referencia.  El 6 de mayo de 2009 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH.  El 11 de junio de 2009 el Estado presentó información actualizada y el 30 de julio de 2009 los anexos a dicha comunicación.  El 14 de octubre de 2010 la Comisión envió una comunicación a los peticionarios en la que se solicitó presenten, en el plazo de un mes, información actualizada sobre si subsisten los motivos del reclamo de lo contrario la Comisión podría proceder a archivar el asunto.  El 6 de diciembre de 2010 los peticionarios presentaron un escrito en el que informaron que no tienen contacto con los familiares de las presuntas víctimas y por lo tanto no estuvieron en condiciones de ofrecer más información y observaciones.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

9. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
10. En la presente petición, los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por la muerte de Jairo Colmenares Araque y Fernando Ávila Barreto.  Por su parte, el Estado alegó que los peticionarios pretenden que la Comisión actúe como un Tribunal de alzada en vista de que la investigación penal y los procesos disciplinarios y contencioso administrativos habrían arribado a decisiones definitivas.
11. 
La Comisión no cuenta con información actualizada de los peticionarios desde el 6 de enero de 1998.  Los peticionarios no estuvieron en posibilidad de proporcionar la información solicitada por la CIDH en 2009.  En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48(1)(b) de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





